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Exp. 855/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 855/2023.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCION DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veinte de marzo del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 855/2023, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día veintinueve de agosto del dos mil veintitrés, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y como acto impugnado el siguiente:
“Resolución que consiste en la determinación de un crédito fiscal con número **********, por concepto de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por un importe de $********** por cada declaración requerida, dando un total del crédito fiscal de ********** por presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, correspondientes a los meses de Abril de 2018, mayo de 2018, junio de 2018, julio de 2018, agosto 2018, septiembre 2018, octubre de 2018, noviembre de 2018, diciembre de 2018, enero de 2019, febrero de 2019, marzo de 2019, abril de 2019, mayo de 2019, junio de 2019, julio de 2019, agosto de 2019, septiembre de 2019, octubre de 2019, noviembre de 2019 y diciembre de 2019.”

II.- En proveído de treinta y uno de agosto del dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a la autoridad señalada como demandada, emplazándola, para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera. Por otra parte, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 

En cuanto a la suspensión solicitada por el actor, se concedió la suspensión del acto impugnado,  respecto a las acciones de cobro que pretendiera realizar la autoridad demandada, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta la resolución del presente juicio; quedando sujetos los efectos de dicha suspensión al requisito de garantizar ante la Secretaria de Finanzas del adeudo exigido por la demandada, en términos de las disposiciones legales aplicables.
III.- En proveído de dos de octubre del dos mil veintitrés, se acordó lo siguiente:

Se tuvo a la autoridad demandada por dando contestación a la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo cual, con las copias simples de la contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho conviniera en el término que le fue fijado.
Por otra parte, se les tuvieron como pruebas a las partes las siguientes:

De la actora:

a) Copia fotostática de la resolución que contiene la determinación del crédito fiscal **********.
b)  Copia simple del acta de notificación del crédito fiscal **********.
c) Copia simple del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión ********** y folio ********** y su acta de notificación.

d) Copia simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral a favor del actor.
e) La instrumental de actuaciones.
f) La presuncional legal y humana.

Del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas: se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

a) Copia fotostática de la resolución de la determinación del crédito fiscal **********, que exhibió la parte actora anexo a su escrito de demanda.
b) Copia certificada del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio ********** y su acta de notificación.
c) La instrumental de actuaciones.
d) La presuncional legal y humana.
Finalmente se señalaron las once horas, del veinticinco de octubre del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución que determina veintiún multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal **********, de fecha 22 de junio del 2023, emitida por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por un importe de ********** por cada declaración requerida, dando un total de ********** el cual se encuentra dirigido al aquí actor, quien señala como fecha en que le fue notificado el acto el 19 de julio de 2023; documental que obra a fojas 17 a la 20 del expediente en el que se actúa
Tocante a la autoridad demandada; compareció al dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del  Director de Recaudación y Política Fiscal de la citada Secretaria, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo el 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 34 del expediente.

La documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal **********, de fecha 22 de junio de 2023, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se impuso a la parte actora veintiún multas por la cantidad total de ********** por concepto de la presentación extemporánea y no espontánea de la declaración del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 04 a la 09 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- Primeramente se debe hacer mención que como ya se precisó; el acto motivo de la controversia lo constituye el crédito fiscal **********, de fecha 22 de junio de 2023, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se impuso a la parte actora veintiún multas por un importe de ********** por cada declaración requerida, dando un total de ********** por concepto de presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal.
Precisado lo anterior, debe decirse que esta Sala Unitaria estima que el primer argumentos que hace el actor en el único concepto de impugnación en su escrito inicial de demanda,  resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del crédito fiscal número **********, como enseguida se explica.
El actor señala en la primera parte del concepto de impugnación que se analiza, que la autoridad señala por un lado que la declaración y formulario de pago supuestamente omitida corresponde a los meses de abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, a diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022; y como motivación de las multas precisa en cada uno de los periodos requeridos, que  se determinó multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente la declaración y formulario de pago correspondiente al mes de ENERO DEL 2022, por lo que se le deja en una incertidumbre jurídica al no precisar con exactitud cuál es la obligación que se esta sancionando.
Como se adelantó el concepto de impugnación en reseña resulta fundado y suficiente para decretar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con los siguientes razonamientos.
En primer término, es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 46 del propio Código Fiscal del Estado.
En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 
Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 
Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Ahora bien, en el caso obra a fojas 17 a la 20 de autos, el acto impugnado, cuya imagen se digitaliza enseguida:

(Imagen Digitalizada)
En ese orden de ideas, del análisis efectuado al acto impugnado que se hace consistir en la resolución determinante del crédito fiscal **********, de fecha 22 de junio de 2023, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se impuso a la parte actora diversas multas por la cantidad total de ********** por concepto de la presentación extemporánea y no espontanea de la declaración y formulario de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente a los meses de abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022; se advierte que fue determinada por parte de la emisora de conformidad con los siguientes motivos:
La demandada en su apartado relativo a la motivación  de cada una de las multas, señala lo siguiente:

"Se determinó multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha (…)la declaración y  formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí correspondiente al mes de ENERO del 2020, misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número ********** notificado el día 16/05/22."
Así mismo, la autoridad demandada precisa como en su apartado relativo al periodo/Ejercicio: 
· “mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; 

· “enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019”;
· “diciembre del 2021”; y
· “enero y febrero del 2022”.
Por tanto, de la motivación que cita la autoridad para apoyar la multa impuesta,  se advierte que denota imprecisión en cuanto a los periodos respecto de los cuales se presentó extemporáneamente la declaración y formulario de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, al señalar por un lado como periodos los correspondientes mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022; y por otro lado que la obligación omitida corresponde a “ENERO DEL 2020”, generando falta de certeza en cuanto a los periodos que fueron materia del requerimiento que señala.
Por lo que tomando en cuenta los motivos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer a la parte actora una sanción de multa, respecto del periodo que se contiene en la resolución combatida, precisando al efecto en la Motivación, que la multa se determinó por presentar extemporáneamente  y no espontanea la declaración y formulario de pago correspondiente al mes de “ENERO DEL 2020, MISMA QUE FUE SOLICITADA MEDIANTE REQUERIMIENTO DE AUTORIDAD NÚMERO ********** NOTIFICADO EL DÍA 16/05/22”, y por otro lado precisando en el apartado de periodo/ejercicio, “mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022;” lo cual comprende dos conjeturas totalmente distintas, lo cual implica falta de certeza en cuanto a los periodos respecto de los cuales se cumplió extemporáneamente con la obligación que impone el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado y que son el origen de la multa impuesta al ahora actor.
Consecuentemente, a consideración de esta Sala Unitaria la motivación expuesta, no se encuentra ajustada a derecho en razón de que el “Periodo/Ejercicio” y “Motivación” expuesto con motivo de la infracción, comprende una falta de certeza al momento de precisarlos, dado que la autoridad demandada no específico de manera concreta los periodos respecto de los cuáles se presentó extemporáneamente la declaración y formulario de pago que dio origen a la multa que se combate.
Por tanto, considerando la aplicación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, se impone como obligación de las autoridades determinar con precisión la conducta de incumplimiento considerada como infractora, acorde al supuesto normativo en que encuadre dicho incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, precepto normativo que dice textualmente.
“ARTICULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes. 

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”
Ahora bien, además del principio de exacta aplicación de la ley que prevé el citado artículo 2 del Código Fiscal del Estado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, debe hacerse extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una multa por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta ni por analogía ni por mayoría de razón y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.
“Época: Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006, Página: 1667 

TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón….”
En ese contexto, del contenido de la multa fiscal impugnada se desprende que el motivo que dio origen a la multa no fue determinado de forma adecuada, toda vez que, no se conoce de manera clara, precisa, exacta e indubitable, cuál es la conducta que constituye la infracción, toda vez que la presentación extemporáneamente y no espontanea de la declaración y formulario de pago correspondiente al mes de “ENERO DEL 2020, SOLICITADA MEDIANTE REQUERIMIENTO DE AUTORIDAD NÚMERO **********, y la correspondiente a los meses de “mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022”; son distintos, en la medida que el único periodo materia del requerimiento que menciona la emisora del acto impugnado, lo fue la declaración y formulario de pago correspondiente al mes de “ENERO DEL 2020, y en ese sentido no se encuentra señalada con exactitud cuál fue el periodo respecto del cual se presentó extemporáneamente la obligación de pago de pago que prevé el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, y por tanto le impide saber al destinatario  con exactitud y sin margen de duda cuál es el periodo/ejercicio que actualiza la generación de la sanción, sin tener que acudir a suposiciones para saber cuál de los que menciona la autoridad es el que corresponde.
A mayor abundamiento, debe decirse que no pasa inadvertido para esa Sala que la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, supone que del análisis contextual en el que aparece determinada la motivación se deduce como motivo de la imposición de la multa, el hecho de que el contribuyente presentó extemporáneamente la obligación de pago correspondiente a las veintiún multas que le fueron impuestas al actor y considera que las mismas le fueron solicitados mediante requerimiento **********, sin embargo en la motivación que hace en el acto impugnado se advierte que la única que fue materia del requerimiento ********** es la correspondiente al mes de “ENERO DEL 2020”, según se advierte, del contenido del acto impugnado, el cual ha quedado inserto en imagen digitalizada en el presente considerando.
Por otro lado, y en segundo término, se debe de hacer mención que con dicha manifestación esgrimida por la autoridad demandada, se vulnera el principio de certeza jurídica y tipicidad de la parte actora, dejándola en un estado de indefensión, ello en virtud de que la  autoridad demandada en el acto impugnado la pretende sancionar por la presentación extemporánea del cumplimiento a la obligación de pago de los periodos de mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022, y no obstante que en su contestación de demanda señala que dicho cumplimiento fue requerido mediante requerimiento **********; del contenido del acto impugnado se desprende que dicho requerimiento únicamente recayó respecto de un  periodo diverso, “enero 2020”, de ahí que la parte actora para conocer la infracción, tendría que acudir a suposiciones que le llevaran a determinar el periodo de la conducta que le es señalada como ilícita y que generó la infracción fue que Presentar extemporáneamente la obligación de pago.
Consecuentemente, si sobre el acto impugnado se establece una motivación indebida que impide saber con exactitud cuál es el hecho infractor que sanciona, es evidente que resulta contrario al principio debida fundamentación que compone parte de la garantía de legalidad, cuya observancia tratándose de disposiciones que establezcan sanciones administrativas debe cumplirse con la elemental claridad que permita a sus destinatarios, conocer sin margen de duda cuál es el supuesto que actualiza la generación de la sanción, sin tener que acudir a suposiciones para saber si la conducta se ajusta o no a la norma relativa.

Con base en lo expuesto, esta Sala unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por tanto la NULIDAD  de la resolución determinante del crédito fiscal **********, de fecha 22 de junio de 2023, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se impuso a la parte actora veintiún multas por un importe de **********por cada declaración requerida, dando un total de ********** por concepto de la presentación extemporánea no espontánea de  la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente a los meses de mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, todos del 2018; y enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2019; diciembre del 2021; y enero y febrero del 2022, en virtud de que fue dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, específicamente a lo previsto en el artículo 2 del Código Fiscal del Estado, que tutela el principio de exacta aplicación de la norma, en relación con el principio de tipicidad, toda vez que los motivos en los que determina la causa de infracción no se encuentran determinados de forma precisa, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la jurisprudencia que dice de la siguiente manera.

Época: Novena Época, Registro: 194664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Febrero de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: VIII.2o. J/24, Página: 455. 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.

En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, toda vez que en párrafos precedentes se decretó la nulidad lisa y llana del acto impugnado. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo  Circuito, Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:
 “CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción IV y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en el Crédito fiscal número **********, con número de requerimiento **********, de fecha 22 de junio de 2023, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de ********** y en consecuencia la Nulidad total del mismo, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por correo a la demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
